
 
 
 

PLENARIA CÁMARA DE REPRESENTANTES 
 

PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NO. 295 DE 2020 CÁMARA, ACUMULADO CON 

EL PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NO. 430 DE 2020 CÁMARA Y CON EL 

PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NO. 468 DE 2020 CÁMARA “POR MEDIO DE LA 

CUAL SE MODIFICA LA LEY 270 DE 1996 - ESTATUTARIA DE LA ADMINISTRACIÓN 

DE JUSTICIA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 

 
PROPOSICIÓN MODIFICATIVA 

 
Modifíquese el ARTÍCULO 43 el cual quedará así: 
 
ARTÍCULO 43. Modifíquese el artículo 97 de la ley 270 de 1996, el cual quedará así: 

 
ARTÍCULO 97. FUNCIONES DE LA COMISIÓN INTERINSTITUCIONAL DE 

LA RAMA JUDICIAL. Son funciones de la Comisión interinstitucional de la 
Rama Judicial: 
 
1. Contribuir a la coordinación de las actividades de los diferentes organismos 
administrativos de la Rama Judicial. 
 
2. Solicitar informes al Consejo Superior de la Judicatura y a su auditor, y 
formular recomendaciones sobre los aspectos que considere 

pertinentes. 
 

3. Emitir concepto previo y vinculante para el ejercicio de las 

facultades previstas en los numerales 2-c, 3, 13, 14, 15, 16, 17 y 26 
del artículo 85 de la presente ley, por parte del Consejo Superior de 

la Judicatura. 
 

4. Elaborar y enviar terna al Consejo Superior de la Judicatura para 

elegir al Auditor responsable de dirigir el sistema de control interno 
de la Rama Judicial. 

 
5. Elegir al Director Ejecutivo de la Rama Judicial por votación de la 

mayoría de sus integrantes. Para tal efecto, la Corte Suprema de 

Justicia, la Corte Constitucional, el Consejo de Estado y la Comisión 
Nacional de Disciplina Judicial postularán un candidato por 

corporación. 
 

6. Dar concepto sobre el plan de inversión de los recursos del Fondo 

de Modernización y Bienestar de la Administración de Justicia, así 
como los de los otros fondos parafiscales o especiales con los que 

cuente la Rama Judicial para su financiación, antes de su aprobación 
por parte del Consejo Superior. 

 

7. Dictarse su propio reglamento. 
 



 
 
 

8. Las demás que le atribuye la ley. 

 
El Ministerio de Justicia y del Derecho participará por derecho propio en las 
reuniones de la Comisión en las que se discutan asuntos relativos al 
presupuesto unificado y al Proyecto de Plan Sectorial de Desarrollo para la 
Rama Judicial. 
 
PARÁGRAFO PRIMERO. El Consejo Superior de la Judicatura informará 
trimestralmente a la Comisión Interinstitucional sobre el estado de ejecución 
de los recursos de la Rama Judicial. 
 
PARÁGRAFO SEGUNDO. Para el cabal cumplimiento de sus funciones 
en materia de planeación y aprobación del presupuesto de la Rama 

Judicial, la Comisión Interinstitucional de la Rama Judicial tendrá 
un comité técnico asesor conformado por tres (3) asesores. 

 
JUSTIFICACIÓN:  
 
La redacción del artículo desdibuja y desconoce pronunciamientos de fondo proferidos por la 
Corte Constitucional sobre la materia, la cual en Sentencia C-285 de 2016, que resolvió la 
inconstitucionalidad del Acto Legislativo 2 de 2015, señaló que: 
 

“(…) en la Constitución de 1991 se estableció una separación orgánica y 

funcional entre la actividad jurisdiccional propiamente dicha, y las 

actividades asociadas al gobierno y a la administración de la Rama 

Judicial, de modo que los funcionarios e instancias encargadas de la 
administración de justicia no intervienen en el gobierno del poder 

judicial, y tan solo intervienen de manera indirecta en la gestión de la 

Rama Judicial, ilustrando a los órganos de gobierno sobre las 

necesidades, retos y problemáticas del sector justicia a través de la 
Comisión Interinstitucional, y a través de los mecanismos de comunicación 
diseñados por la propia Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura.  
  
Por este motivo, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura 
está integrada por personas que se encuentran desvinculadas actualmente del 

Poder Judicial, y sus miembros no actúan en calidad de representantes de las 
corporaciones o despachos judiciales, ni en su calidad de operadores jurídicos. 
(…) 
 
Lo propio ocurre con el Director Ejecutivo de Administración Judicial, 
quien tampoco es operador de justicia, y por el contrario tiene un perfil distinto 
porque debe tener formación y experiencia en campos afines a la labor que debe 
desempeñar (art. 99 L.270/96). Únicamente la Comisión Interinstitucional 
se encuentra integrada por operadores de justicia, pero cuya labor no es la 

de gobernar ni la de administrar la Rama Judicial, sino la de servir de 

mecanismos de información recíproca entre las instancias judiciales, y 

la de servir como canal de comunicación entre el sector justicia y el 
gobierno y administración de la Rama Judicial (arts. 96 y 97 L.270/96)...” 
[pág. 73] (Subrayado es propio) 

 



 
 
 
Pretender, a través de esta reforma, revivir por la puerta de atrás normas ya declaradas 

inconstitucionales, no solo contraría la interpretación del máximo órgano 
constitucional sino los cimientos mismos, fijados por el constituyente de 1991, 
buscando con ello sustituir las bases de la Carta Política vigente. 

 
Atentamente, 
 
 
  
 
JUAN CARLOS LOZADA VARGAS 
Representante a la Cámara 
Partido Liberal 

 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 
 

PLENARIA CÁMARA DE REPRESENTANTES 
 

PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NO. 295 DE 2020 CÁMARA, ACUMULADO CON 

EL PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NO. 430 DE 2020 CÁMARA Y CON EL 

PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NO. 468 DE 2020 CÁMARA “POR MEDIO DE LA 

CUAL SE MODIFICA LA LEY 270 DE 1996 - ESTATUTARIA DE LA ADMINISTRACIÓN 

DE JUSTICIA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 

 
PROPOSICIÓN MODIFICATIVA 

 
Modifíquese el ARTÍCULO 44 el cual quedará así: 

 

ARTÍCULO 44. Modifíquese el artículo 98 de la ley 270 de 1996, el cual 

quedará así: 

 

ARTICULO 98. DE LA DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN 

JUDICIAL. La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial es el órgano 

técnico y administrativo que tiene a su cargo la ejecución de las actividades 
administrativas de la Rama Judicial, con sujeción a las políticas y decisiones 
de gobierno y de administración a cargo del Consejo Superior de la Judicatura. 
 

El Director Ejecutivo será elegido por el Consejo Superior de la Judicatura 

de tres (3) candidatos postulados por la Comisión Interinstitucional 

de la Rama Judicial la mayoría de los integrantes de la Comisión 

Interinstitucional de la Rama Judicial y tomará posesión ante el 

Presidente de la República. 
 
La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial contará con las siguientes 

unidades: Control Interno Disciplinario, Planeación, Talento Humano, 

Presupuesto, Informática, Asistencia Legal, Administrativa, Infraestructura 
Física, Contratación y las demás que cree el Consejo Superior de la Judicatura 
conforme a las necesidades del servicio. 
 
El Director Ejecutivo de Administración Judicial será el Secretario General del 
Consejo Superior de la Judicatura. 
 
El director tendrá un período de cuatro (4) años  

 
JUSTIFICACIÓN:  
 
La redacción del artículo desdibuja y desconoce pronunciamientos de fondo proferidos por la 
Corte Constitucional sobre la materia, la cual en Sentencia C-285 de 2016, que resolvió la 
inconstitucionalidad del Acto Legislativo 2 de 2015, señaló que: 
 

“(…) en la Constitución de 1991 se estableció una separación orgánica y 

funcional entre la actividad jurisdiccional propiamente dicha, y las 

actividades asociadas al gobierno y a la administración de la Rama 

Judicial, de modo que los funcionarios e instancias encargadas de la 



 
 
 

administración de justicia no intervienen en el gobierno del poder 

judicial, y tan solo intervienen de manera indirecta en la gestión de la 

Rama Judicial, ilustrando a los órganos de gobierno sobre las 
necesidades, retos y problemáticas del sector justicia a través de la 
Comisión Interinstitucional, y a través de los mecanismos de comunicación 
diseñados por la propia Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura.  
  
Por este motivo, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura 
está integrada por personas que se encuentran desvinculadas actualmente del 
Poder Judicial, y sus miembros no actúan en calidad de representantes de las 
corporaciones o despachos judiciales, ni en su calidad de operadores jurídicos. 
(…) 
 
Lo propio ocurre con el Director Ejecutivo de Administración Judicial, 
quien tampoco es operador de justicia, y por el contrario tiene un perfil distinto 
porque debe tener formación y experiencia en campos afines a la labor que debe 
desempeñar (art. 99 L.270/96). Únicamente la Comisión Interinstitucional 
se encuentra integrada por operadores de justicia, pero cuya labor no es la 

de gobernar ni la de administrar la Rama Judicial, sino la de servir de 

mecanismos de información recíproca entre las instancias judiciales, y 
la de servir como canal de comunicación entre el sector justicia y el 
gobierno y administración de la Rama Judicial (arts. 96 y 97 L.270/96)...” 

[pág. 73] (Subrayado es propio) 
 
Pretender, a través de esta reforma, revivir por la puerta de atrás normas ya declaradas 

inconstitucionales, no solo contraría la interpretación del máximo órgano 
constitucional sino los cimientos mismos, fijados por el constituyente de 1991, 
buscando con ello sustituir las bases de la Carta Política vigente. 

 
 
Atentamente, 
 
 
 
  
JUAN CARLOS LOZADA VARGAS 
Representante a la Cámara 
Partido Liberal 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 
 

PLENARIA CÁMARA DE REPRESENTANTES 
 

PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NO. 295 DE 2020 CÁMARA, ACUMULADO CON 

EL PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NO. 430 DE 2020 CÁMARA Y CON EL 

PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NO. 468 DE 2020 CÁMARA “POR MEDIO DE LA 

CUAL SE MODIFICA LA LEY 270 DE 1996 - ESTATUTARIA DE LA ADMINISTRACIÓN 

DE JUSTICIA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 

 
PROPOSICIÓN MODIFICATIVA 

 
Modifíquese el ARTÍCULO 35 el cual quedará así: 

 

ARTÍCULO 35. Modifíquese el artículo 85 de la Ley 270 de 1996, el cual 

quedará así: 

 

ARTÍCULO 85. FUNCIONES DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA 

JUDICATURA. Al Consejo Superior de la Judicatura le corresponde el ejercicio 

de las siguientes funciones: 
 
1. Definir las políticas de la Rama Judicial. 
 
2. Aprobar los reglamentos necesarios para el eficaz funcionamiento de la 
administración de justicia. En ejercicio de esta función aprobará, entre otros, 
los siguientes actos administrativos: 
 

a. Los dirigidos a regular los trámites judiciales y administrativos que se 
adelanten en los despachos judiciales en los aspectos no previstos por el 
legislador; 
 
b. El reglamento del sistema de carrera judicial; 
 
c.  El reglamento de rendición de cuentas de las Cortes, Tribunales y 
Juzgados a la ciudadanía y difusión de resultados; 
 
d. El reglamento del registro nacional de abogados y expedir la 
correspondiente tarjeta profesional, previa verificación de los requisitos 
señalados por la Ley; 
 
e. El régimen y remuneración de los auxiliares de justicia; 
 
f. El estatuto sobre expensas y costos; 
 
g.  El manual de funciones de la Rama Judicial; 
 
h. El reglamento de control interno de la Rama Judicial; 
 
i. El reglamento de las oficinas de atención al usuario y de atención al 
servidor judicial; 



 
 
 

 
j. Todos los demás actos de carácter general que se encuentren vinculados 
con las competencias previstas en el artículo 256 de  la Constitución, que 
no tengan reserva de ley y se dirijan a garantizar los fines del gobierno y 
administración de la Rama Judicial; 

 
3. Aprobar el Plan de Transformación Digital de la Rama Judicial y ejecutarlo 

a través de la unidad que determine. 
 

4. Aprobar el Plan Anticorrupción, ejecutarlo a través de la unidad que 
determine, hacer seguimiento periódico a su implementación y publicar los 
resultados en un medio que garantice el conocimiento público. 

 

5. Presentar, por medio de su Presidente, los proyectos de ley relacionados 
con la administración de justicia, sin perjuicio de la competencia que en 
esta materia le corresponde a la Corte Constitucional, Corte Suprema de 
Justicia, al Consejo de Estado y Comisión Nacional de Disciplina Judicial. 

 

6. Rendir cuentas, a través de su Presidente, ante el Congreso de la 
República, los funcionarios judiciales, los empleados de la Rama Judicial 
y la ciudadanía. El informe anual al Congreso de la República incluirá el 
cumplimiento de los indicadores señalados en el Plan Sectorial de 
Desarrollo, el avance de los compromisos a su cargo contenidos en el Plan 
Decenal del Sistema de Justicia, así como la ejecución de otros 
instrumentos de planeación adoptados por el Consejo Superior de la 
Judicatura. 

 

7. Enviar a la Corte Suprema de Justicia y al Consejo de Estado listas de diez 
(10) candidatos para proveer las vacantes de magistrados que se 
presenten en estas Corporaciones. 

 

8. Enviar al Congreso de la República las ternas para la elección de los 
magistrados de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial. 

 

9. Aprobar la división del territorio para efectos judiciales. 
 

10. Aprobar la división del territorio para efectos de gestión judicial. 
 

11. Autorizar la celebración de los contratos y convenios cuando estos superen 
la suma de dos mil (2.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

 

12. Declarar la urgencia manifiesta para la contratación. 
 

13. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir 
Tribunales, las Salas de éstos y los Juzgados, así como crear Salas 
desconcentradas en ciudades diferentes de las sedes de los Distritos 
Judiciales, de acuerdo con las necesidades de éstos. Para el efecto deberá 
establecer un mecanismo de atención oportuna y eficaz de los 



 
 
 

requerimientos formulados por los Juzgados y Tribunales, para su correcto 
funcionamiento. 

 

14. Determinar la estructura y planta de personal de las corporaciones 
judiciales y los Juzgados. Para tal efecto podrá crear, suprimir, fusionar y 
trasladar cargos en la Rama Judicial, determinar sus funciones y señalar 
los requisitos para su desempeño que no hayan sido fijados por la Ley, 

previo concepto vinculante de la Comisión Interinstitucional. 
 

En ejercicio de esta atribución el Consejo   no   podrá   establecer   a cargo 
del Tesoro obligaciones que excedan el monto global fijado para el servicio 
de justicia en la ley de apropiaciones iniciales. 

 
15. Aprobar el Plan Sectorial de Desarrollo de la Rama Judicial, previo concepto 

vinculante de la Comisión Interinstitucional. 

 
16. Aprobar el proyecto de presupuesto de la Rama Judicial que deberá 

remitirse al Gobierno nacional, previo concepto vinculante de la Comisión 
Interinstitucional. 

 
17. Aprobar anualmente el Plan de Inversiones de la Rama Judicial, previo 

concepto vinculante de la Comisión Interinstitucional. 

 
18. Establecer indicadores de gestión de los despachos judiciales e índices de 

rendimiento, lo mismo que indicadores de desempeño para los funcionarios    
y    empleados judiciales con fundamento en los cuales se realice su control 

y evaluación correspondiente. El Consejo adoptará como mínimo los 

siguientes indicadores básicos de gestión: congestión, retraso, 

productividad y eficacia. 

 
19. Realizar, a través de la unidad que este determine, la calificación integral 

de servicios de los Magistrados de Tribunal, así como llevar el control de 
rendimiento y gestión institucional de la Corte Constitucional, la Corte 
Suprema de Justicia, el Consejo de Estado y la Comisión Nacional de 
Disciplina Judicial. 

 
20. Administrar la carrera judicial a través de la unidad que el Consejo 

determine. 
 
21. Determinar la estructura orgánica y la planta de personal del Consejo 

Superior de la Judicatura, la cual incluye la de Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial y de las demás unidades misionales y de apoyo 
del Consejo Superior de la Judicatura. 

 
En ejercicio de esta atribución el Consejo no podrá establecer con cargo al 
Tesoro, obligaciones que excedan el monto global fijado para el servicio de 
justicia en la ley de apropiaciones iniciales. 

 



 
 
 

22. Designar a los empleados del Consejo Superior de la Judicatura cuya 
provisión, según la Ley y el reglamento, no corresponda al Director 
Ejecutivo de Administración de Justicia. 

 
23. Hacer seguimiento, a través de sus magistrados, de la ejecución de las 

decisiones del Consejo Superior de la Judicatura por parte de la Dirección 
Ejecutiva de Administración Judicial y las demás unidades misionales y 
de apoyo del Consejo Superior de la Judicatura, para el efecto estos 
directores deberán comunicar al Consejo Superior de la Judicatura, cada 
dos meses o con la periodicidad que se les señale, el estado de avance. 
Para estos efectos, el Consejo Superior determinará cada cuatro años la 
división temática entre sus distintos despachos, de manera concomitante 
con la elaboración del Plan Sectorial de Desarrollo. El ejercicio de esta 
función no implicará la asunción de funciones de ejecución. 

 
24. Llevar el control del rendimiento y gestión institucional de la Corte 

Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado, de 
la Comisión Nacional de Disciplina Judicial y de la Fiscalía General de la 
Nación. Para tal efecto, practicará visitas generales a estas corporaciones 
y dependencias, por lo menos una vez al año, con el fin de establecer el 
estado en que se encuentra el despacho de los asuntos a su cargo y 
procurar las soluciones a los casos de congestión que se presenten. 

 

25. Aprobar el Plan de Formación de la Rama Judicial. 
 

26. Elegir el Presidente del Consejo Superior de la Judicatura. 
 

27. Promover y contribuir a la buena imagen de la Rama Judicial, en todos sus 
órdenes, frente a la comunidad. 

 

28. Dictar el reglamento interno del Consejo Superior de la Judicatura. 
 

29. Brindar las herramientas necesarias que permitan acceder al contenido de 
las decisiones y actuaciones judiciales. 

 

30. Garantizar el principio de publicidad a través de los medios virtuales que 
para tal caso establezca el Consejo Superior de la Judicatura. 

 

31. Formular las listas de candidatos del Registro Nacional de Elegibles que 
opten por las diferentes sedes de los tribunales superiores, contenciosos 
administrativos y comisiones seccionales de disciplina judicial a la  Corte 
Suprema de Justicia, al Consejo de Estado y Comisión Nacional de 
Disciplina Judicial, de conformidad con las normas de Carrera judicial. 

 

32. Cuando lo estime conveniente, establecer servicios administrativos 
comunes a los diferentes despachos judiciales.  

 

33. Elegir al Director Ejecutivo de Administración Judicial y al Auditor 

del Consejo para un períodos de cuatro (4) años de terna enviada por la 



 
 
 

Comisión Interinstitucional de la Rama Judicial. El Auditor No podrán ser 

reelegidos. 
 

34. Designar al director de la Escuela Judicial «Rodrigo Lara Bonilla». 
 

35. Aprobar los reconocimientos y distinciones que se otorguen a los 
funcionarios y empleados de la Rama Judicial por servicios excepcionales 
prestados en favor de la administración de justicia (medalla José Ignacio 
de Márquez) 

 

36. Coadyuvar para la protección y seguridad personal de los funcionarios y 
de la Rama Judicial. 

 

37. Las demás que determine la Ley. 
 

PARÁGRAFO. El Consejo Superior de la Judicatura deberá publicar en la 

página web los planes antes señalados, así como los resultados del 
seguimiento periódico a estos. Igualmente establecerá un mecanismo 
tecnológico de interacción permanente entre el órgano de administración de la 
Rama Judicial y los despachos judiciales   del   país   que   permita recibir y 
atender los requerimientos de los funcionarios y empleados judiciales a nivel 
nacional con eficiencia y eficacia 

 
JUSTIFICACIÓN:  
 
La redacción del artículo desdibuja y desconoce pronunciamientos de fondo proferidos por la 
Corte Constitucional sobre la materia, la cual en Sentencia C-285 de 2016, que resolvió la 
inconstitucionalidad del Acto Legislativo 2 de 2015, señaló que: 
 

“(…) en la Constitución de 1991 se estableció una separación orgánica y 

funcional entre la actividad jurisdiccional propiamente dicha, y las 

actividades asociadas al gobierno y a la administración de la Rama 

Judicial, de modo que los funcionarios e instancias encargadas de la 

administración de justicia no intervienen en el gobierno del poder 

judicial, y tan solo intervienen de manera indirecta en la gestión de la 
Rama Judicial, ilustrando a los órganos de gobierno sobre las 

necesidades, retos y problemáticas del sector justicia a través de la 
Comisión Interinstitucional, y a través de los mecanismos de comunicación 
diseñados por la propia Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura.  
  
Por este motivo, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura 
está integrada por personas que se encuentran desvinculadas actualmente del 
Poder Judicial, y sus miembros no actúan en calidad de representantes de las 
corporaciones o despachos judiciales, ni en su calidad de operadores jurídicos. 
(…) 
 
Lo propio ocurre con el Director Ejecutivo de Administración Judicial, 
quien tampoco es operador de justicia, y por el contrario tiene un perfil distinto 

porque debe tener formación y experiencia en campos afines a la labor que debe 
desempeñar (art. 99 L.270/96). Únicamente la Comisión Interinstitucional 



 
 
 

se encuentra integrada por operadores de justicia, pero cuya labor no es la 

de gobernar ni la de administrar la Rama Judicial, sino la de servir de 

mecanismos de información recíproca entre las instancias judiciales, y 
la de servir como canal de comunicación entre el sector justicia y el 
gobierno y administración de la Rama Judicial (arts. 96 y 97 L.270/96)...” 
[pág. 73] (Subrayado es propio) 

 
Pretender, a través de esta reforma, revivir por la puerta de atrás normas ya declaradas 

inconstitucionales, no solo contraría la interpretación del máximo órgano 
constitucional sino los cimientos mismos, fijados por el constituyente de 1991, 
buscando con ello sustituir las bases de la Carta Política vigente. 

 
 
Atentamente, 
 
 
 
  
JUAN CARLOS LOZADA VARGAS 
Representante a la Cámara 
Partido Liberal 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 
 

PLENARIA CÁMARA DE REPRESENTANTES 
 

PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NO. 295 DE 2020 CÁMARA, ACUMULADO CON 

EL PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NO. 430 DE 2020 CÁMARA Y CON EL 

PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NO. 468 DE 2020 CÁMARA “POR MEDIO DE LA 

CUAL SE MODIFICA LA LEY 270 DE 1996 - ESTATUTARIA DE LA ADMINISTRACIÓN 

DE JUSTICIA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 

 
PROPOSICIÓN MODIFICATIVA 

 
Modifíquese el ARTÍCULO 38 el cual quedará así: 
 
ARTÍCULO 38. Modifíquese el artículo 88 de la ley 270 de 1996, el cual quedará así: 

 
ARTÍCULO 88. ELABORACIÓN DEL PROYECTO DE PRESUPUESTO 
PARA LA RAMA JUDICIAL. El proyecto de presupuesto para la Rama 
Judicial deberá reflejar el Plan Sectorial de Desarrollo y se elaborará con 
sujeción a las siguientes reglas: 
 
El Consejo Superior de la Judicatura consultará las necesidades y 
propuestas que tengan los juzgados, los tribunales, la Corte Constitucional, 
la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado y la Comisión de 
Disciplina Judicial. 
 
El Consejo Superior de la Judicatura en conjunto con la Comisión 
Interinstitucional de la Rama Judicial establecerá la metodología para 
identificar, recepcionar y consolidar dichas necesidades y propuestas. 
 
El Consejo Superior de la Judicatura y sus respectivas unidades operativas 
deben exponer las razones por las cuales no es posible atender los 
requerimientos realizados. 
 
El proyecto que conforme a la metodología y a las directrices que señale el 

Consejo Superior de la Judicatura elaboren sus correspondientes unidades 
operativas, será sometido a la consideración de ésta dentro de los diez (10) 
primeros días del mes de marzo de cada año. 
 
El Consejo Superior de la Judicatura discutirá y adoptará el proyecto dentro 
de los meses de marzo y abril y previo concepto favorable y vinculante de 
la Comisión Interinstitucional de la Rama Judicial, lo entregará al Gobierno 
Nacional para efecto de la elaboración del proyecto del Presupuesto General 
de la Nación, en sesión especial. 

 
JUSTIFICACIÓN:  
 
La redacción del artículo desdibuja y desconoce pronunciamientos de fondo proferidos por la 

Corte Constitucional sobre la materia, la cual en Sentencia C-285 de 2016, que resolvió la 
inconstitucionalidad del Acto Legislativo 2 de 2015, señaló que: 



 
 
 
 

“(…) en la Constitución de 1991 se estableció una separación orgánica y 

funcional entre la actividad jurisdiccional propiamente dicha, y las 
actividades asociadas al gobierno y a la administración de la Rama 

Judicial, de modo que los funcionarios e instancias encargadas de la 

administración de justicia no intervienen en el gobierno del poder 

judicial, y tan solo intervienen de manera indirecta en la gestión de la 

Rama Judicial, ilustrando a los órganos de gobierno sobre las 

necesidades, retos y problemáticas del sector justicia a través de la 
Comisión Interinstitucional, y a través de los mecanismos de comunicación 
diseñados por la propia Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura.  
  
Por este motivo, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura 
está integrada por personas que se encuentran desvinculadas actualmente del 
Poder Judicial, y sus miembros no actúan en calidad de representantes de las 
corporaciones o despachos judiciales, ni en su calidad de operadores jurídicos. 
(…) 
 
Lo propio ocurre con el Director Ejecutivo de Administración Judicial, 
quien tampoco es operador de justicia, y por el contrario tiene un perfil distinto 
porque debe tener formación y experiencia en campos afines a la labor que debe 
desempeñar (art. 99 L.270/96). Únicamente la Comisión Interinstitucional 

se encuentra integrada por operadores de justicia, pero cuya labor no es la 

de gobernar ni la de administrar la Rama Judicial, sino la de servir de 

mecanismos de información recíproca entre las instancias judiciales, y 

la de servir como canal de comunicación entre el sector justicia y el 
gobierno y administración de la Rama Judicial (arts. 96 y 97 L.270/96)...” 
[pág. 73] (Subrayado es propio) 

 
Pretender, a través de esta reforma, revivir por la puerta de atrás normas ya declaradas 

inconstitucionales, no solo contraría la interpretación del máximo órgano 
constitucional sino los cimientos mismos, fijados por el constituyente de 1991, 
buscando con ello sustituir las bases de la Carta Política vigente. 

 
 
Atentamente, 
 
 
 
  
JUAN CARLOS LOZADA VARGAS 
Representante a la Cámara 
Partido Liberal 
 
 

 

 

 

 

 



 
 
 

PLENARIA CÁMARA DE REPRESENTANTES 
 

PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NO. 295 DE 2020 CÁMARA, ACUMULADO CON 

EL PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NO. 430 DE 2020 CÁMARA Y CON EL 

PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NO. 468 DE 2020 CÁMARA “POR MEDIO DE LA 

CUAL SE MODIFICA LA LEY 270 DE 1996 - ESTATUTARIA DE LA ADMINISTRACIÓN 

DE JUSTICIA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 

 
PROPOSICIÓN MODIFICATIVA 

 

Modifíquese el ARTÍCULO 25 el cual quedará así: 

 

ARTÍCULO 25. Modifíquese el artículo 63 de la ley 270 de 1996, el cual quedará 

así: 

 

ARTÍCULO 63. MEDIDAS DE DESCONGESTIÓN. Antes del 1° de abril de cada año 

el Consejo Superior de la Judicatura deberá determinar, con fundamento en el 

análisis estadístico de los resultados de la gestión del año anterior y la demanda 

de justicia, si las circunstancias y necesidades ameritan adoptar medidas 

excepcionales de descongestión para el año siguiente y, en caso afirmativo, 

establecerá el plan anual de descongestión de la Rama Judicial que deberá incluir 

las medidas a adoptar, los despachos judiciales a impactar, definir su alcance, 

duración y los mecanismos de seguimiento y evaluación. 

 

La Comisión Interinstitucional participará en el diseño y elaboración de los 

planes de descongestión. 

 

Cuando las medidas impacten cuerpos colegiados deberá solicitarse a la Sala 

Plena respectiva su concepto previo, el cual deberá ser presentado a través del 

Presidente de la respectiva corporación judicial, dentro de los quince (15) días 

hábiles siguientes a la solicitud. 

 

En cualquier caso, dos (2) meses antes de la terminación del plazo fijado para la 

medida de descongestión el Consejo Superior de la Judicatura deberá evaluar su 

impacto y determinar mediante decisión motivada la necesidad de continuar, 

modificar o terminar la ejecución de las medidas adoptadas, para garantizar su 

efectividad. Para ello, los Consejos Seccionales de la Judicatura, deberán 

garantizar el suministro y disponibilidad de la información completa y actualizada 

sobre el impacto de las medidas de descongestión en los despachos judiciales que 

se adopten, dentro de la seccional a su cargo; igualmente tienen la obligación de 

comunicar al Consejo Superior de la Judicatura cuando adviertan el inicio o 

incremento de condiciones de congestión judicial en los despachos judiciales de 

su seccional. 



 
 
 

 

El proyecto de presupuesto anual elaborado por el Consejo Superior de la 

Judicatura deberá contener una partida destinada a sufragar los costos del plan 

anual de descongestión. 

 

Corresponderá a la Dirección Ejecutiva implementar el plan anual de 

descongestión dispuesto por el Consejo Superior de la Judicatura, el cual incluirá 

las medidas pertinentes, entre ellas las siguientes: 

 

a) Trasladar transitoriamente despachos judiciales a otras sedes territoriales. 

Igualmente, podrá redistribuir o asignar asuntos a despachos o dependencias 

judiciales de otros distritos, circuitos o municipios, con el fin de equilibrar las 

cargas de trabajo; 

 

b) Crear con carácter transitorio, despachos judiciales, jueces y magistrados de 

apoyo itinerantes en cada jurisdicción y en uno o varios municipios para atender 

las mayores cargas por congestión en los despachos. Dichos jueces tendrán 

competencia para tramitar y resolver los procesos dentro de los despachos que se 

señalen expresamente, de acuerdo a las necesidades de descongestión y a los 

estudios sobre la conflictividad y litigiosidad en los territorios a impactar; 

 

c) Salvo en materia penal, seleccionar los procesos cuyas pruebas, incluso 

inspecciones, puedan ser practicadas mediante comisión conferida por el juez de 

conocimiento, y determinar los jueces que deban trasladarse fuera del lugar de su 

sede para instruir y practicar pruebas en procesos que estén conociendo otros 

jueces; el Consejo Superior de la Judicatura reglamentará la asignación de viáticos 

cuando el servidor judicial deba desplazarse por fuera de su sede judicial; 

 

d) De manera excepcional, crear con carácter transitorio cargos de jueces o 

magistrados sustanciadores de acuerdo con la ley de presupuesto; 

 

e) Vincular de manera transitoria a empleados judiciales encargados de realizar 

las funciones que se definan en el plan de descongestión de una jurisdicción, de 

un distrito judicial, o de despachos judiciales específicos; 

 

f) Contratar a término fijo profesionales expertos y de personal auxiliar para 

cumplir las funciones de apoyo que se fijen en el plan de descongestión; y 

 

Parágrafo: Para la implementación de las medidas dispuestas en los literales b), 

d) y e) de este artículo, el Consejo Superior de la Judicatura realizará los 

nombramientos respectivos, directamente o a través de la unidad que determine, 

y previo el desarrollo de un proceso de escogencia con base en criterios de mérito, 

el cual seguirá las reglas que fije para el efecto el mismo Consejo, las cuales en 



 
 
 

todo caso incluirán como criterios a considerar la experiencia en cargos afines a 

la labor a realizar. La inclusión en la lista de aspirantes para cargos de 

descongestión en ningún caso generará, por si sola, vinculación con la Rama 

Judicial, y el nombramiento en un cargo de descongestión no implica la 

incorporación en el régimen de carrera judicial, por lo que, de ser nombrado en 

un cargo de descongestión un integrante de una lista de elegibles vigente, no 

quedará excluido de la mencionada lista de elegibles. 

 

 

JUSTIFICACIÓN:  

 

Las atribuciones de control del rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales, 

organización y ubicación de despachos judiciales, creación, supresión, reubicación y traslado 

de cargos en la administración de justicia, que se enmarcan dentro del plan de descongestión 

de la Rama Judicial,  son atribuciones que la Constitución Política le ha conferido en forma 

privativa al Consejo Superior de la Judicatura (Art. 256 y 257), sin que sea viable que a través 

de una disposición legal se pueda desconocer o menoscabar los alcances de las normas 

constitucionales, y se llegue al extremo de despojar al Consejo Superior de la Judicatura de 

las atribuciones que le son propias y exclusivas, en garantía de su autonomía e independencia, 

por mandato constitucional.  

 

En ese sentido, atendiendo las funciones constitucionales y esenciales del Consejo Superior de 

la Judicatura, como órgano titular de la administración y gobierno de la Rama Judicial, resulta 

contrario al artículo 113 de la Carta Política, establecer que la función de diseño y elaboración 

de las medidas excepcionales de descongestión no sea de competencia exclusiva del CSJ, y 

que por el contrario dicha actividad deba ejecutarse en coordinación con la Comisión 

Interinstitucional. Ello menoscaba la autonomía e independencia que le son propias al Consejo 

Superior de la Judicatura.  Cosa distinta sería prever que, para el diseño y elaboración de las 

medidas de descongestión, se cuente con un concepto, el cual de manera alguna tendría 

carácter vinculante o condicionante de las decisiones de la Corporación, habida cuenta de la 

autonomía que el Constituyente le otorgó.  

 

Con fundamento en lo anteriormente manifestado y especialmente atendiendo las 

consideraciones y decisiones adoptadas por la Corte Constitucional en la sentencia de 

constitucionalidad, que hace tránsito a cosa juzgada, es diáfano concluir que las 

modificaciones referidas son abiertamente inconstitucionales con la estructura de auto 

gobierno de la Rama Judicial establecida por el Constituyente de 1991 y desarrollada en la 

Ley Estatutaria 270 de 1996, por eso se solita efectuar los ajustes señalados en la presente 

proposición. 

 

En este orden de ideas conforme están concebido este artículo 25 de la ponencia para segundo 

debate en Cámara de Representante, se genera un desbarajuste del diseño institucional al 

asignarle funciones de gobierno y administración a la comisión interinstitucional, desplazando 

al Consejo Superior de la Judicatura y a la dirección administrativa, con lo cual se desarticula 

el sistema de gobierno y administración de la Rama Judicial. 

 



 
 
 
Atentamente, 
 
 
  
 
JUAN CARLOS LOZADA VARGAS 
Representante a la Cámara 
Partido Liberal 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 
 

PLENARIA CÁMARA DE REPRESENTANTES 
 

PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NO. 295 DE 2020 CÁMARA, ACUMULADO CON 

EL PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NO. 430 DE 2020 CÁMARA Y CON EL 

PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NO. 468 DE 2020 CÁMARA “POR MEDIO DE LA 

CUAL SE MODIFICA LA LEY 270 DE 1996 - ESTATUTARIA DE LA ADMINISTRACIÓN 

DE JUSTICIA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 

 
PROPOSICIÓN MODIFICATIVA 

 

Modifíquese el ARTÍCULO 39 el cual quedará así: 

 

ARTÍCULO 39. Modifíquese el artículo 91 de la Ley 270 de 1996, el cual 

quedará así: 

 

ARTÍCULO 91. CREACIÓN, FUSIÓN Y SUPRESIÓN DE DESPACHOS 

JUDICIALES. La creación de Tribunales o de sus Salas y de los Juzgados, se 

debe realizar en función de áreas de geografía uniforme, los volúmenes 

demográficos rural y urbano, la demanda existente y/o potencial de justicia en 

las diferentes ramas del derecho, la atención de las dinámicas socioeconómicas 

de las regiones funcionales en aquellos territorios donde éstas se hubieren 

establecido, la articulación con autoridades  administrativas  y actores que 

participan en la solución de conflictos y la existencia de vías de comunicación y 

medios de transporte que garanticen a la población respectiva un fácil acceso al 

órgano jurisdiccional, sin perjuicio de la implementación de esquemas de 

itinerancia en los despachos judiciales. 

 

La fusión se hará conforme a las siguientes reglas: 

 

1. Sólo podrán fusionarse Tribunales, Salas o Juzgados de una misma 

Jurisdicción. 

 

2. Los despachos que se fusionen deben pertenecer a una misma categoría. 

 

3. Pueden fusionarse tribunales, Salas y Juzgados de la misma o de distinta 

especialidad. 

 

De la facultad de supresión se hará uso cuando disminuya la demanda existente 

y potencial de justicia en una determinada especialidad o comprensión 

territorial. 

 

La supresión de despachos judiciales implica la supresión de los cargos de los 

funcionarios y empleados vinculados a ellos. 



 
 
 

 

PARÁGRAFO. Para la determinación sobre la creación, fusión y supresión de 

despachos judiciales, el Consejo Superior de la Judicatura, además de los 

criterios previstos en esta Ley, tendrá en cuenta los diagnósticos, modelos y 

estrategias en materia de acceso a la justicia que se elaboren desde el Gobierno 

Nacional, los informes elaborados por la Defensoría del Pueblo, así como las 

acciones relacionadas con la materia, que se planteen en los escenarios 

interinstitucionales de coordinación a nivel territorial, conforme a lo establecido 

en el artículo 86 de esta Ley, y en todo caso, previo concepto favorable y 

vinculante de la Comisión Interinstitucional. 

 

Para el caso de los Juzgados Agrarios y Rurales que de conformidad con las 

necesidades de la administración de justicia determine el Consejo Superior de 

la Judicatura para el cumplimiento de las funciones que prevea  la  ley procesal 

en cada  circuito o municipio, cuyas características, denominación y número 

serán establecidos por dicha Corporación, de conformidad con lo establecido en 

la ley, deberá asegurarse la adecuada cobertura y capacidad en el territorio, con 

énfasis en los municipios definidos en el Decreto Ley 893 de 2017, por el cual 

se crean los programas de desarrollo con enfoque territorial -PDET- , y en los 

municipios de mayor conflictividad rural y agraria en  el país, sin perjuicio de la 

ampliación progresiva de la cobertura en todo el territorio nacional. 

 

El Consejo Superior de la Judicatura creará los despachos judiciales que sean 

requeridos para el cumplimiento de la ley, atendiendo a la especialidad de la 

materia, para lo cual podrá considerar algunos criterios formulados por el 

Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. 

 

 

Atentamente, 
 

 
 
  
JUAN CARLOS LOZADA VARGAS 
Representante a la Cámara 
Partido Liberal 

 


